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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  022-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., febrero tres (03) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora ELDA MARÍA 

CASTRO VARGAS, identificada con la C.C. No. 39.523.342, contra la UNIDAD 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV, 

por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de petición e 

igualdad. 

 

ANTECEDENTES 

 
La señora ELDA MARÍA CASTRO VARGAS, identificada con la C.C. No. 

39.523.342, presenta acción de tutela contra la UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS – UARIV, para 

que se pronuncien sobre el derecho de petición con radicado No. 2021-711-

2841238-2 de fecha 13 de diciembre de 2021, en el que solicitó información 

de CUÁNDO se le va a otorgar la CARTA CHEQUE de la INDEMNIZACIÓN 

POR SER VÍCTIMA DE DESPLAZAMIENTO FORZADO, así mismo se 

pronuncien sobre las demás pretensiones incoadas por la accionante. 

 
Fundamenta su petición en el artículo 13 y 23 de la Constitución Política, y la 

Sentencia T-025 de 2004. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de enero veintiuno (21) de dos mil veintidós (2022), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La accionada  UNIDAD  PARA  LA  ATENCIÓN  Y  REPARACIÓN  INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS – UARIV, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó 
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A LAS VÍCTIMAS - UARIV, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó 

lo siguiente: 

 
“me permito informar al despacho que la entidad emitió respuesta al derecho de 

peticion mediante radicado de salida 20227201260641 de fecha 22 de en de enero 
de 2022, notificada a la direccion electrónica ca.sanabra.ca@gmail.com mediante 
la cual se informó asi: 
 
“…Atendiendo a la petición, relacionada con la indemnización administrativa por el 
hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO con radicado BJ000177826, la 
Unidad para las Víctimas brinda una respuesta conforme a lo dispuesto en artículo 

14 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo que está en concordancia con la Ley Estatutaria 1755 de 2015, y 
bajo el contexto normativo de la Resolución No. 01049 del 15 de marzo de 2019 
por medio de la cual “se adopta el procedimiento para reconocer y otorgar la 
indemnización por vía administrativa, se crea el método técnico de priorización, se 
deroga las Resoluciones 090 de 2015 y 01958 de 2018 y se dictan otras 
disposiciones.” en los siguientes términos: 

 

“Una vez conocida su petición de indemnización administrativa, se procedió con el 
análisis del caso, encontrando la señora ELDA MARIA CASTRO VARGAS, 
identificado(a) con cédula de ciudadanía N.º 39523342, presentó solicitud de 
indemnización administrativa, con número de radicado BJ000177826, por el hecho 
victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO M.N ley 1448 del 2011”. 

 
“De igual forma, se verificó en el Registro Único de Víctimas y en las bases de 
datos que se tienen a disposición que el hecho victimizante fue objeto de 
reconocimiento y pago de la medida el 19 de Marzo de 2019, en un 100% y en la 
forma como se relaciona a continuación, bajo los parámetros establecidos en las 
normas aplicable a su solicitud”. 
 

 
 
“Por lo anterior, no es posible un nuevo reconocimiento del hecho victimizante de 
DESPLAZAMIENTO FORZADO, toda vez que, en virtud del principio de prohibición 

de doble reparación y de compensación, consagrado en el artículo 20 de la Ley 
1448 de 2011, nadie podrá recibir doble reparación por el mismo concepto. Por lo 
que es improcedente generar un desembolso adicional”. 
 
“Ahora bien teniendo en cuenta lo definido en la Sentencia SU-254 de 2013, y 
verificada la información suya que reposa en el Registro Único de Víctimas – RUV, 
por la fecha de ocurrencia del desplazamiento y la fecha de inclusión en el RUV, 

hemos determinado que el valor a entregar al hogar por concepto de 
indemnización, se determinó de la siguiente manera: 
 

► “27 SMLMV: Recibirán los hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido antes del 
22 de abril de 2008 y cumplan además uno de los siguientes dos requisitos: 
 

“- Haber presentado dentro del término establecido (hasta 22 de abril de 2010), 
solicitud de indemnización administrativa por desplazamiento forzado a través del 
Decreto 1290 de 2008 Haber quedado incluido el hogar víctima de desplazamiento 
forzado dentro del anterior RUPD (Registro Único de Población Desplazada) hasta 
el 22 de abril de 2010”. 
 

► “17 SMLMV: Hogares que no cumplan los requisitos para acceder a los 27 SMLMV 
o que los cumplan parcialmente, es decir, que tienen sólo uno de los dos 
requisitos”. 
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“De acuerdo con lo anterior le informamos que se realizó la declaración el día 19 

de agosto de 2015, condición que no se cumple para acceder a los 27 SMLMV”. 
 
“Por ende, bajo este argumento resulta improcedente acceder a su solicitud, y con 
esta respuesta esperamos haber atendido su situación…” 
 

“Tenga en cuenta Señor Juez, que en el presente caso no existe prueba de que se 
configure la excepción a la regla de procedibilidad de acción de tutela. Esto es, la 
causación de un perjuicio irremediable, el que se caracteriza según la 
jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional por: i) ser inminente, es decir, 
que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, 
esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la 

persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para 
conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela 
sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden 
social justo en toda su integridad”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 
Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 
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procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene 

derecho   a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos    de    interés    general    o   particular   y   a   obtener   pronta 

resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 
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b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 

solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con  
estos  requisitos  se  incurre  en  una  vulneración  del  derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 

 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 

el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 

cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 

más: 
 

j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 
deber de responder; 

 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
Frente a la presunta vulneración del Derecho a la igualdad conviene anotar lo 

sostenido por la Corte Constitucional: 

 
“(…) El objeto de la garantía ofrecida a toda persona en el artículo 13 de la Carta 
no es el de construir un ordenamiento jurídico absoluto que otorgue a todos 
idénticos trato dentro de una concepción matemática, ignorando factores de 

diversidad que exigen del poder público la previsión y la práctica de razonables 
distinciones tendientes a evitar que por la vía de un igualitarismo ciego y formal 

en realidad se establezcan, se favorezca o se acreciente la desigualdad, para ser 
objetiva y justa, la regla de la igualdad ante la ley, no puede desconocer en su 
determinación tales factores, ya que ellas reclaman regulación distinta para 
fenómenos y situaciones divergentes (...)”. 
 

“(…) La igualdad exige el mismo trato para los entes y hechos que se encuentren 
cobijados bajo una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que 
presentan características desiguales, bien por las condiciones en medio de las 
cuales actúan, ya por  las circunstancias particulares que los afectan, pues unas 
u otras hacen imperativo que, con base en criterios proporcionados a aquellas, el 
Estado procure el equilibrio, cuyo sentido en derecho no es otra cosa que la justicia 
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concreta” Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-094 del 27 de febrero 

de 1993) (…)”. 

 
Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a la petición enunciada en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual la accionada, conforme 

obra en la contestación allegada adosó copia del oficio con radicado No. 

20227201260641 de fecha 22 de enero de 2022, que fue dirigido a la 

accionante y enviado al correo electrónico: ca.sanabra.ca@gmail.com, con lo 

que se acredita que la accionada dio respuesta a los interrogantes del 

accionante. 

 

Sin  más  consideraciones,  es  del  caso  dar  por  superado  el hecho objeto de 

decisión. 

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO  DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de La 

República De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por la señora 

ELDA MARÍA CASTRO VARGAS, identificada con la C.C. No. 39.523.342, 

contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS - UARIV, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H.  Corte   Constitucional   para  su  eventual  revisión,  en  cumplimiento  a  lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 
LA JUEZ,                  

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 
 
JERH 

 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 013 del 04 de febrero de 2022 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
TUTELA NÚMERO 034-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., febrero tres (03) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción instaurada por la señora DERLY 

SHIRLEY REINA SÁNCHEZ, identificada con C.C. No. 52.739.062, Agente 

Oficioso de su hijo el menor ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA, identificado 

con Registro Civil No. 1.019.911.261, contra la EPS SANITAS, la 

SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTÁ y el MINISTERIO DE 

SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, por vulneración a los derechos 

fundamentales constitucionales de salud, vida y educación. 

 
ANTECEDENTES 

 
La señora DERLY SHIRLEY REINA SÁNCHEZ, identificada con C.C. No. 

52.739.062, Agente Oficioso de su hijo el menor ILHAN TIZIANO ANDRADE 

REINA, identificado con Registro Civil No. 1.019.911.261, presenta acción de 

tutela contra la EPS SANITAS, la SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD DE 

BOGOTÁ y el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, para se 

pronuncie sobre las pretensiones de la accionante consistentes en que se le 

suministre a su hijo menor la SEGUNDA DOSIS DE LA VACUNA CONTRA 

EL COVID-19 DEL LABORATORIO PFIZER, con el fin de Garantizar el 

esquema de vacunación iniciado en ESTADOS UNIDOS el día 13 de 

diciembre de 2021 con dicha farmacéutica, así mismo se pronuncien sobre 

las demás pretensiones incoadas por la parte accionante. 

 
Fundamenta sus pretensiones en el artículo 49, 11, 67, de la Constitución Política 

de Colombia de 1991, Sentencia T-016 de 2007, Sentencia T-200 de 2007, 

Sentencia T-306 de 2011. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De  conformidad  con  el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado,  mediante  providencia  del  veinticuatro  (24)  de  enero  de  dos  mil 
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veintidós  (2022), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar  

mediante oficio enviado por correo electrónico a la entidad accionada, a fin de 

que ejerciera su derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y 

pretensiones indicados por la accionante. 

 
La accionada EPS SANITAS, en algunos de los apartes de su respuesta enunció: 

 
“Dentro de las responsabilidades de mi representada en el proceso de vacunación 

contra la Covid 19 están las de realizar demanda a los servicios de 
vacunación, seguimiento, asignación de la IPS al usuario para su 
aplicación, atendiendo a los lineamientos ya establecidos por el Gobierno 
Nacional”. 
 
“Además, se exalta que la definición de las fases y etapas de vacunación fue 

sustentada en la jurisprudencia de la Corte Constitucional (parte 
sustancial de la Constitución Política) y en especial en aquella relativa a la 

aplicación del principio de igualdad material, en el marco de la distribución de 
bienes en salud escasos, como es el caso de las vacunas. De esta manera, el 
objetivo en el Plan Nacional de Vacunación contra el COVID-19 es en su primera 
fase reducir la mortalidad y la incidencia de casos graves por este virus, así como 
proteger a los trabajadores de la salud; mientras que en la segunda fase es reducir 

el contagio para generar inmunidad de rebaño”. 
 
“Incluso, revisando el Plan Nacional de Vacunación y su desarrollo mediante el 
Decreto 109 de 2021, ambas normas son de carácter general, particular y 
abstracto, lo cual se escapa a la jurisdicción constitucional de tutela, tal 
como lo estableció la Corte Suprema de Justicia en sentencia CSJ STC3839-2020, 
ratificada en la decisión dentro del expediente STC358-2021 Radicación N° 

11001-02-30-000-2021-00007-00”. 
 
“En aras de ejercer la contradicción de la acción de marras, es preciso comenzar 
por mencionar que en el caso que nos ocupa, las afirmaciones de la acción de 
tutela carecen de cualquier sustento jurídico o fáctico que den cabida a tutelar el 
derecho que alega la señora DERLY SHIRLEY REINA SÁNCHEZ como agente 

oficiosa del menor ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA que presuntamente se está 
vulnerado por mi representada, toda vez que, tal cual se observa en los hechos de 

la tutela, la supuesta vulneración bajo ninguna circunstancia encuentra su origen 
en alguna actuación u omisión a mi exigible, en cuanto: 
 
A. “El Plan Nacional de Vacunación contra el COVID 19, planteado por el Ministerio 

de salud en dos fases y 5 etapas. Actualmente nos encontramos en la fase 2, 

etapa 5 la cual inicio desde el 17 de julio de 2021. Los grupos poblacionales 
incluidos en cada fase no son definidos por la entidad responsable del 
aseguramiento en salud, es decir EPS Sanitas S.A.S., no tiene facultades 
legales para ello”. 
 

B. “La EPS Sanitas solo cumple, dentro del proceso de vacunación, la labor de 
demanda a los servicios de vacunación y supervisión a las IPS para el 

agendamiento y aplicación del biológico según la disponibilidad y ACCESO que 
se tenga para el mismo”. 

 

C. “La acción de tutela no debe ser un medio para desconocer un interés general, 
de carácter nacional, ni que pretenda desconocer que la vacunación para la 
COVID 19 en un mecanismo de protección el cual debe garantizar su cobertura 

de acuerdo con los niveles de riesgo de adquirir la enfermedad, de pronóstico, 

de muerte etc. Aún más cuando dentro del Plan de Vacunación se crearon los 
mecanismos de defensa para que los ciudadanos puedan manifestar sus 
necesidades de acuerdo con sus condiciones de salud, como se dijo 
anteriormente”. 

 

D. “Es necesario tener en cuenta las directrices emitidas por el Ministerio de Salud 
y Protección Social, según Resolución 1866 de 19 de noviembre de 2021. l “Por 
el cual Por la cual se modifican los Anexos Técnicos 1, 2, 6, 7, 8, 9 y 10 de la 
Resolución número 1151 de 2021 en relación con la vacunación inadvertida a 
gestantes, aplicación de dosis de refuerzo, vacunación a población pediátrica 
de 3 años en adelante, reducción de plazo para vacunación de personas con 
antecedentes de Covid-19.” 
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En la parte considerativa: 

 
(…) “Que el mencionado Instituto expidió la Resolución número 2021023888 del 
16 de junio de 2021 en la que concedía la Autorización Sanitaria de Uso de 
Emergencia a favor de la sociedad SINOVAC LIFE SCIENCES CO., LTD., y mediante 
2021048566 de 29 de octubre de 2021, aprobó la implementación de dicha vacuna 

en población pediátrica, para prevenir la enfermedad por coronavirus. Que, a partir 
de dicha autorización, la Dirección de Epidemiología y Demografía de este 
Ministerio manifestó que la población escolar y preescolar desde los 3 años, aunque 
tiene bajo riesgo de complicaciones y muerte por Covid-19, tiene una interacción 
social dentro y fuera de las instituciones educativas, que también es 
intergeneracional y que determina una contribución al riesgo poblacional y a la 

transmisión comunitaria, por lo que la vacunación de este grupo de edad 
contribuye a la restauración de la salud y el bienestar físico, psicológico y social, 
así como a la reactivación económica.” (…) 
 
8.9 Aplicación de dosis en población a partir de los 3 años 
 
“Se podrá iniciar el esquema de vacunación con la VACUNA SARS-COV-2 (CÉLULA 

VERO) INACTIVADA – CORONAVAC en población a partir de los 3 años y con un 
intervalo entre la primera y segunda dosis de veintiocho (28) días”. 

 
“1.4 Modificar el numeral 11.1 “Vigilancia de eventos supuestamente atribuidos a 
vacunación o inmunización del numeral 11. “VIGILANCIA”. 
 
“En el RESUELVE: El proceso de priorización de la población se encuentra descrito 

en el Plan Nacional de Vacunación contra el Covid-19, en donde se planteó como 
propósito la inmunidad del 70% de la población, es decir, a 35.734.649 de los 
51.049.498 habitantes proyectados para Colombia durante el año 2021 para 
avanzar en el objetivo de la inmunidad de rebaño o inmunidad colectiva. Para la 
vacunación de la población menor de 18 años se aplicará el biológico que de 
acuerdo con las recomendaciones del laboratorio fabricante así lo establezca o 

cuando la evidencia científica lo permita”. 
 
“En el numeral 8.7. Con respecto a la aplicación de refuerzos en población 
priorizada”. 
 
8.7 Aplicación de refuerzos en población priorizada 
 

“Las poblaciones que se enuncian en el presente numeral, podrán acceder, a una 
dosis de refuerzo con un biológico homólogo (cuando el esquema inicial usado fue 

virus inactivo, vector viral o ARNm), o un biológico heterólogo con plataforma 
ARNm o de vector viral (AstraZeneca) (cuando el esquema inicial fue vector de 
plataforma ARNm, vector viral o virus inactivado), de acuerdo con la siguiente 
tabla: 
 

 
 
“Así mismo, en el numeral 8.9 lo referente a la vacunación en pacientes 

pediátricos, donde señala que se podría iniciar esquema de vacunación con la 
VACUNA SARS COV 2 (CÉLULA VERO) Inactiva CORONAVAC. Con un intervalo de 
28 días entre primera y segunda dosis”. 
 

8.9 Aplicación de dosis en población a partir de los 3 años 
 
“Se podrá iniciar el esquema de vacunación con la VACUNA SARS-COV-2 (CÉLULA 
VERO) INACTIVADA – CORONAVAC en población a partir de los 3 años y un 
intervalo entre la primero y segunda dosis de (28) días”. 
 
1.4 Modificar el numeral 11.1 “Vigilancia de eventos supuestamente atribuidos a 

vacunación o inmunización” del numeral 11. “VIGILANCIA”. 
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“El menor ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA se encuentra afiliado al Sistema de 

Salud a través de la EPS Sanitas S.A.S., en el régimen contributivo como 
beneficiario dependiente, cotizante principal el señor JONATTAN DAVIS ANDRADE 
SANTANA, con Ingreso Base de Cotización reportado $ 1.000.000. Actualmente en 
estado Activo”. 
 

A) SEGUNDA DOSIS DE VACUNA CONTRA COVID-19 CON EL BIOLÓGICO PFIZER 
 
“La EPS SANITAS S.A.S., le ha brindado al menor ILHAN TIZIANO ANDRADE 
REINA, todas las prestaciones médico-asistenciales que ha requerido debido a su 
estado de salud, a través de un equipo multidisciplinario, y acorde con las 
respectivas órdenes médicas emitidas por sus médicos tratantes”. 

 
“Según el escrito de tutela, al menor ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA, se le 
administro la primera dosis de Vacuna COVID 19, de la farmacéutica Pfizer el día 
13 de diciembre de 2021. Y solicita la aplicación de la segunda dosis del biológico 
PFIZER”. 
 
“En cuanto a los hechos de la tutela y ejerciendo a la defensa, una vez consultada 

nuestra área médica, se evidencia que el paciente cuenta con registro de 
diagnóstico J459: ASMA, NO ESPECIFICADA”. 

 
“En el caso en concreto, paciente pediátrico con administración de primera dosis 
de Biológico Pfizer, con registro de patología J459: ASMA, NO ESPECIFICADA, la 
cual no se encuentra dentro del listado de patologías priorizadas, dentro de los 
lineamientos del Ministerio de Salud para pacientes entre 3 a 11 años, el biológico 

empleado es SINOVAC. En este caso en específico por haber recibido la primera 
dosis en el exterior, según el área encargada y cumpliendo los lineamientos del 
Ministerio de Salud, indica que es el único caso donde procede reinicio de esquema 
con SINOVAC”. 
 
“No obstante, por el grupo etario al que pertenece el paciente consideramos se 

requiere valoración por parte de PEDIATRÍA para que sea el galeno en revisión del 
caso y los antecedentes quien valide el biológico mas apropiado para el paciente o 
si es procedente reiniciar el esquema con SINOVAC, según las directivas de 
biológicos para grupo etario de 3 a 11 años. Por lo cual se procede a realizar 
AGENDAMIENTO de consulta por la especialidad de PEDIATRÍA, con el profesional 
ALVARADO RICARDO EIDDER XAVIER, para el 29 de enero de 2022, hora: 11:00 
AM en MEDIKA IPS SANITAS UAP USAQUEN - CALLE 127 N° 7B – 6. Con el fin de 

validar el biológico requerido para la segunda dosis de vacuna del menor”. 
 

 
 

“Así mismo se le informa al despacho que se envio correo electrónico a dirección 
registrada del usuario: SREINA20@HOTMAIL.COM : " APRECIADO USUARIO EL 
MOTIVO DE LA PRESENTE ES CON EL FIN DE QUE SEA NOTIFICADO DE LA 
CONSULTA AGENDADA A SU NOMBRE POR: PEDIATRÍA CON EL PROFESIONAL 
ALVARADO RICARDO EIDDER XAVIER EL SÁBADO 29/01/22 A LAS 11:00 AM EN 
MEDIKA IPS SANITAS UAP USAQUEN - CALLE 127 N° 7B - 60, CON EL FIN DE QUE 
SEA VALORADO PARA DEFINIR REFUERZO DE VACUNACIÓN COVID 19”. 

 
“Así mismo se procedió a programar CITA PARA VACUNACIÓN, quedando 
agendado para el sábado 29 de enero de 2022, hora: 4:56 Pm. Vacunación Covid 

EPS Sanitas Toberín. Carrera 21 # 166 – 34”. 
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“Resaltamos que la EPS SANITAS S.A.S, SOLO CUMPLE, DENTRO DEL PROCESO 

DE VACUNACIÓN, LA LABOR DE DEMANDA A LOS SERVICIOS DE VACUNACIÓN Y 
SUPERVISIÓN A LAS IPS PARA EL AGENDAMIENTO Y APLICACIÓN DEL BIOLÓGICO 
SEGÚN LA DISPONIBILIDAD Y ACCESO QUE SE TENGA PARA EL MISMO”. 
 
“Ante todo, ratificamos la idea de que EPS Sanitas S.A.S. ha actuado de acuerdo 

con la normatividad que regula la materia y no es procedente que se endilgue 
actuaciones ajenas a la realidad, toda vez que los lineamientos que enmarcan los 
esquemas de vacunación, fases y etapas, así como los grupos poblacionales y 
etarios incluidos están prestablecidos en la Ley del Plan Nacional de Vacunación y 
en el Decreto 109 de 2021, en concordancia con la Resolución 1866 de 2021 los 
cuales no pueden ser desconocidos por mi representada”. 

 
“Es así como, la EPS SANITAS S.A.S., ha cumplido con todas sus obligaciones como 
entidad de aseguramiento al efectuar las autorizaciones correspondientes”. 

 
La accionada SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTÁ, en 

apartes de su respuesta enunció: 

 
“Sea  lo  primero  informar  al  despacho  que  verificada la base de datos del 

BDUA-ADRES y el Comprobador de Derechos de la Secretaría Distrital de Salud, 
ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA, se encuentra afiliado al régimen contributivo en 
salud como beneficiario a través de EPS SANITAS S.A.S, desde el 08 de mayo de 
2015”. 
 
“Es necesario indicar, que el paciente se encuentra activo como beneficiario en el 

régimen contributivo a través de la EPS SANITAS, condición que la excluye de 
plano de la posibilidad de poderlo considerar dentro del grupo de personas que la 
Ley 100 de 1993, cataloga como destinatarios de los beneficios del régimen 
subsidiado de salud o como pobre no asegurado con derecho a la prestación de los 
derechos de salud a través de las Instituciones Públicas o Privadas con las cuales 
el Estado tenga contrato, por lo anterior, este usuario no puede ser beneficiario 
por los subsidios en salud que se financian con recursos de específica e invariable 

destinación como son los recurso del régimen subsidiado”. 
 
“En este orden, es claro que la Secretaría Distrital de Salud y/o Fondo Financiero 
Distrital de Salud- FFDS, solamente precisa obligaciones de forma exclusiva con 

afiliados al Régimen Subsidiado, y la única intervención y competencia que tiene 
es la de realizar los pagos por intervenciones, procedimientos, medicamentos y 
artículos NO POS, con la salvedad que debe cancelarlos directamente al proveedor 

de salud que atiende el servicio o entrega el producto, pues todo lo relacionado 
con los servicios de salud, sean POS o NO POS, son de exclusiva obligación de la 
EPS del régimen Subsidiado, que tampoco es el caso, del usuario aquí ventilado”. 
 
“En este sentido SANITAS EPS, deberá proceder a prestar los servicios de salud al 
usuario, que cuenten con el respectivo aval médico, de manera oportuna, 

continuada y sin dilaciones. En todo caso, se debe puntualizar que las sesiones 
formuladas por el médico tratante, se encuentran dentro de la cobertura del Plan 
Obligatorio de Salud – POS compilado en Resolución 5857 de 2018 expedida por 
el Ministerio de Salud y Protección Social, por lo anterior SANITAS E.P.S debe 
garantizar su prestación dentro de la red contratada de conformidad con lo 
estipulado en el Decreto 019 de 2012 expedido por el Presidente de la República y 
en cumplimiento del numeral 3.12 del artículo 3 de la Ley 1438 de 2011 

concordante con artículo 14 de la ley 1122 de 2007”. 
 
“Por otro lado la EPS o IPS tratante no puede aducir cuestiones administrativas y 
que estas prevalezcan sobre la estabilización del usuario y el acceso a los servicios 

de salud conforme lo estableció la Superintendencia Nacional de Salud en Circular 
externa 013 de 2016 al disponer: 
 

“Las entidades vigiladas deben proporcionar a todos sus afiliados y pacientes una 
atención o asistencia médica oportuna, sin que se presenten retrasos o barreras 
administrativas que pongan en riesgo su vida o su salud, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 2.5.1.2.1 del Decreto 780 de 2016”. 
 
“Así resulta claro que la SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD no ha incurrido en 

violación alguna de los derechos fundamentales del actor y debe ser 
DESVINCULADA del presente trámite constitucional, teniendo en cuenta que la 
responsable en concurrir en caso de servicios tanto del Plan de Beneficios en Salud 
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(POS) como los NO POS es SANITAS EPS, pues esta entidad se encuentra 

inhabilitada para la prestación de servicios en salud por prohibición expresa del 
artículo 31 de la Ley 1122 de 2007, por lo cual no cuenta con profesionales de la 
salud para la atención al público ni se encarga del almacenamiento y dispensación 
de medicamentos e insumos, no realiza procedimientos, ni atención asistencia, 
pues ello no hace parte de las competencias señaladas en del Decreto 507 de 2013, 

y tampoco le corresponde asumir contingencias respecto de usuarios del régimen 
contributivo, es decir que hay falta de legitimación en la causa por pasiva no siendo 
posible impartir orden alguna en contra de esta Secretaría”. 
 
“Aunado a lo anterior, informo a su Despacho que este ente territorial no es 
superior jerárquico de SANITAS EPS, que es una persona jurídica diferente a la 

Secretaría Distrital de Salud con autonomía administrativa y financiera, facultada 
por Superintendencia Nacional de Salud para administrar el régimen contributivo 
de salud y responsable por la atención integral del usuario”. 

 
La accionada MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, en parte 

de su respuesta señaló: 

 
“Señor Juez, frente a la inconformidad narrada por la parte accionante, es 
pertinente señalar que el Plan Nacional de Vacunación contra el COVID-19, fue 
adoptado por medio del Decreto 109 de 20211 y en él se definen los criterios de 
priorización, apuntando a proteger los daños más graves e inmediatos sobre la 
vida, la salud y la dignidad de los habitantes del territorio colombiano, es decir, 
nadie está excluido, lo que sucede es que la vacunación se ira ejecutando 

gradualmente, con el objetivo de lograr la reducción de la mortalidad por COVID-
19, la disminución de la incidencia de casos graves y la protección de la población 
que tiene alta exposición al virus, entre otras, cuyo orden ha sido establecido a 
partir de unos criterios éticos, epidemiológicos y demográficos, que priorizan a las 
personas con más riesgo de enfermar gravemente y morir por COVID-19”. 
 
“En este punto, se resalta que el orden para acceder a la aplicación del biológico 

ha sido establecido a partir de unos criterios éticos, epidemiológicos y 
demográficos, que priorizan a las personas con más riesgo de enfermar 
gravemente y morir por COVID-19”. 
 
“No obstante, es necesario tener en cuenta que la vacuna contra el COVID - 19 es 
un bien escaso y que llegará al país gradualmente, el prestador de servicios de 

salud garantizará la vacunación con la vacuna disponible y efectiva para aquellos 

casos en los que amerite un biológico especial de acuerdo a las particularidades de 
ciertos casos, garantizando siempre que el esquema se completará con la misma 
vacuna”. 
 
“Por otro lado, resulta pertinente aclarar que este Ministerio no tiene competencias 
para autorizar la entrada de un medicamento al país, incluyendo las vacunas contra 
COVID-19”. 

 
“Así mismo, si bien a la fecha el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos - INVIMA mediante Resolución No. 
2021053647 otorgó permiso para que se administrara la vacuna de Pfizer 
-BioNTech en menores de 12 años, lo cierto es que, para este grupo 
poblacional, la composición de dicho biológico es diferente ya que tiene 

una menor concentración (10 mcg ) y una formulación diferente. 
Presentación de la vacuna que es diferente a la disponible en Colombia”. 
 
“Así mismo, aclarar que el Decreto 1797 de 2020 “Por el cual se establecen las 
condiciones sanitarias para el trámite y otorgamiento de la Autorización Sanitaria 
de Uso de Emergencia - ASUE para medicamentos de síntesis química y biológicos 

destinados al diagnóstico, la prevención y tratamiento de la Covid 19 en vigencia 

de la emergencia sanitaria” es el acto administrativo emitido por el INVIMA, 
mediante el cual se permitió el uso temporal y condicionado de medicamentos de 
síntesis química o biológicos que aún no cuentan con toda la información requerida 
para la obtención del registro sanitario, y que están destinados al diagnóstico, 
prevención o tratamiento de la Covid-19; que cuenten con un ensayo clínico en 
curso, que respalde la generación de evidencia sobre la eficacia y seguridad del 
producto, revisado y aprobado por el INVIMA o su homólogo en el país donde se 

realice tal estudio y cuya evidencia y soporte técnico generado a partir de su 
desarrollo, permitan concluir que el balance beneficio riesgo es favorable”. 
 
“En virtud de lo anterior, es claro, por tanto, que este Ente Ministerial ha actuado 
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con total diligencia y responsabilidad en el proceso de inmunización de la población 

incluyendo a los menores de edad, pues para que este grupo poblacional pudiese 
acceder a la inmunización se accedió a toda la información científica existente 
estando pendiente de las actualizaciones existentes a nivel mundial en materia de 
vacunación y de esa manera adoptar las decisiones en pro de los derechos 
fundamentales de los habitantes del territorio colombiano”. 

 
FRENTE A LAS PETICIONES ELEVADAS 
 
“El Ministerio de Salud y Protección Social se pronunciará únicamente respecto de 
las pretensiones efectuadas por la parte actora, que se relacionan con el ejercicio 
de las funciones a su cargo, establecidas en el Decreto 4107 de 2011”. 

 
“Señor Juez, tal y como se explicará más adelante, cada biológico tiene ciertas 
particularidades de tipo técnico – científico, las cuales deben ser tenidas en cuenta 
al momento de su suministro. En efecto, para ciertos casos, como lo es el de la 
parte accionante, se sugiere la aplicación del biológico que según la evidencia 
científica cuenta con los soportes y avales necesarios para poder ser suministrado, 
sin embargo, dicha situación debe ser evaluada directamente por el prestador del 

servicio, en cabeza de los profesionales de la salud”. 
 

“No obstante, lo anterior, frente a las peticiones, se reitera, a la fecha la evidencia 
científica existente y comprobada ha definido que los Únicos Biológicos permitidos 
en Colombia para la inmunización en menores de edad es SINOVAC Y PFIZER. El 
primero de ellos, en población de 3 a 11 años y el segundo de 12 a los 16 años”. 
 

“En virtud de lo anterior, lo pretendido se torna improcedente por cuanto la 
evidencia científica demuestra que el biológico a aplicar en su menor hija es 
SINOVAC, iniciando nuevamente con el esquema de vacunación; tal y como se 
dispuso en la Resolución 1866 de 2021”. 
 
“Teniendo en cuenta lo anterior la acción de tutela de la referencia frente al 

Ministerio de Salud y Protección Social, es improcedente por falta de legitimación 
en la causa por pasiva, por cuanto esta Cartera no ha violado, viola o amenaza 
violar los derechos invocados en el escrito de tutela, teniendo en cuenta, que de 
conformidad con lo previsto en el Decreto Ley 4107 de 20112 , modificado por el 
Decreto 2562 de 20123 , este Ministerio es un organismo perteneciente a la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, que actuando como ente rector en materia de salud, 
le corresponde la formulación y adopción de las políticas, planes generales, 

programas y proyectos del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud – SGSSS, adicionalmente la materialización de la vacunación 

contra el Covid-19 le corresponde a la entidad prestadora de los servicios 
de salud”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como  se  sabe,  la  acción  de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del  análisis  de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial. 
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Como efectivamente se trata de derechos fundamentales, es del caso hacer 

algunas: 

 
CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela.  

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.-  Del  caso  concreto,  tenemos  que  la  acción  invocada  se centra en obtener 

respuesta a las pretensiones enunciadas en el acápite de antecedentes de la 

presente providencia. 

 
Sobre  los  derechos  invocados  como  vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene 

derecho   a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos    de    interés    general    o   particular   y   a   obtener   pronta 

resolución...". 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 
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El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 
resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con  
estos  requisitos  se  incurre  en  una  vulneración  del  derecho constitucional 

fundamental de petición. 
 

d) Por  lo  anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 
 

f) La  Corte  ha  considerado  que  cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 

de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 

el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 

otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 

la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 

un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 

la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 

cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 
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En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 
 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 

respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA 

  
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.   

 
“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 

convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 

necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 

entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 

hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 

probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 

procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 

presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 

certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 

fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 

la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 

evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 

el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así  pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar  

que el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo 

cual una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, 

pues como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra 

sujeta a que el accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el 

medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los 

derechos fundamentales presuntamente afectados. 

 
Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

perjuicio irremediable, que, como se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 
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Sin   más   consideraciones,   asistiéndole  a  la  accionante  otros  mecanismos 

para prosperar lo pretendido,  es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción 

objeto de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia.  

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de La República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por  la señora 

DERLY SHIRLEY REINA SÁNCHEZ, identificada con C.C. No. 52.739.062, 

Agente Oficioso de su hijo el menor ILHAN TIZIANO ANDRADE REINA, 

identificado con Registro Civil No. 1.019.911.261, contra la EPS SANITAS, la 

SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD DE BOGOTÁ y el MINISTERIO DE 

SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 
LA JUEZ, 

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

JERH 

 

 

 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No.  013 del 04 de febrero de 2022 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 


